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Resumen: Este estudio se refiere a los informes presentados por la Alta Comisio-
nada de Derechos Humanos, en los cuales se desprende la comisión por órganos 
del gobierno de Venezuela de delitos graves contra derechos humanos, de lesa 
humanidad, que  permanecen en la impunidad por el incumplimiento principal-
mente del sistema de justicia, de la obligación de investigar estos delitos; impuni-
dad esta que no se resuelve con la suspensión o levantamiento de las medidas 
coercitivas unilaterales sectoriales impuestas sobre Venezuela. 
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Abstract: This study refers to the Reports submitted by the High Commissioner for 
Human Rights, which show that the Venezuelan government has committed serious 
crimes against human rights and against humanity, which remain in impunity for 
the failure of the justice system to comply mainly with the obligation to investigate 
these crimes; impunity is not resolved by the suspension or lifting of the unilateral 
sectoral coercive measures imposed on Venezuela. 
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I. CRITERIO INTERPRETATIVO DEL INFORME E IMPORTANCIA E INDEPEN-
DENCIA DE LAS COMISIONES DE INVESTIGACIÓN Y MISIONES DE DETER-
MINACIÓN DE LOS HECHOS SEGÚN MANDATO DE LAS NACIONES UNIDAS 
EN SITUACIONES DE GRAVES VIOLACIONES DEL DERECHO INTERNACIO-
NAL HUMANITARIO Y DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 

La Alta Comisionada de Derechos Humanos de la ONU, de conformidad con la Resolu-
ción 45/2 del Consejo de Derechos Humanos presentó, en fecha el 13 de septiembre de 2021, 
el Informe A/HRC/48/19, sobre la situación de los derechos humanos con especial atención a 
los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales y a la asistencia técnica, en la 
República Bolivariana de Venezuela, correspondiente al período comprendido entre el 1º de 
junio de 2020 y el 30 de junio de 20211. Confieso que para entender un Informe como el 
mencionado hay que practicar un examen o análisis minucioso y detallado de sus partes, es 
decir, diseccionar su contenido para estudiarlos separadamente y llegar a conclusiones acerca 
de la situación de los derechos humanos en Venezuela. Porque como es propio de tales in-
formes internacionales aparte de su forma protocolar, lo característico es dar la mayor mues-
tra de imparcialidad. Por ello su lenguaje es refinado y de gravedad y pomposo en su forma-
lidad. Diría hasta prosopopeyico, por lo que no contienen una conclusión general sobre la 
situación de los derechos humanos. De modo que es necesario diseccionar sus partes para 
arribar a conclusiones sobre la verdadera realidad de estos derechos, que a veces parece disi-
mulada o se ha dejado de relacionar. Es decir, descomponer el informe para pasar de sus 
partes al todo. Proceso propio este de interpretar su forma para extraer su fondo respecto de 
la idea principal que se atribuye a un informe sobre la situación de los derechos humanos, 
cuyas conclusiones no pueden ser otras sino la de los principales avances, retrocesos, 
obstáculos y amenazas para la efectividad y protección de los derechos humanos .  
Pues de otra manera no se entendería la función de autoridad moral y portavoz de las 
víctimas, que se asigna al Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU de pro-
mover y proteger todos los derechos humanos contenidos en la Carta de las Naciones Unidas 
y el derecho internacional de los derechos humanos. Es decir, de proteger dichos derechos y 
de velar por su cumplimiento.  En lo cual no puede haber neutralidad.  

  En efecto, la Resolución 48/141 141 de 20 de diciembre de 1993 de la Asamblea Ge-
neral de la ONU2, asigna como mandato del Alto Comisionado para los Derechos Humanos 
el promover y proteger el disfrute efectivo de todos estos derechos por todos; desempeñar un 
papel activo en la tarea de eliminar los obstáculos para la plena realización de los derechos 
humanos; y desempeñar un papel activo para evitar que se sigan vulnerando los derechos 
humanos.  Y la Oficina a cargo de este funcionario internacional debe realizar una labor de 
supervisión cuyo objeto es velar para que los estándares principistas normativos se apliquen 
en la práctica, contribuyendo así a la realización de los derechos humanos, mediante una 
labor de   aplicación de alerta temprana al determinarse indicios o hechos de situaciones 
graves de crisis de los derechos humanos y   de deterioro especial de ciertas situaciones. En 
razón de estas funciones al Alto Comisionado le corresponde inspeccionar la aplicación de 
las normas en derechos humanos, formular recomendaciones a los estados en cuanto a sus 
políticas de Derechos Humanos, investigar violaciones de estos derechos y prestar asesoría a 

 
1  https://www.ohchr.org/EN/HRBodies/HRC/RegularSessions/Session48/Documents/A_HRC_48_ 

19_UnofficialSpanishVersion.pdf 
2   https://undocs.org/pdf?symbol=es/A/RES/48/141 
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los estados en esta materia3. Huelga decir, entonces, que el informe del Alto Comisionado no 
puede convertirse en memorias y cuentas de los gobiernos de los estados y en una fuente de 
información de programas y planes de estos gobiernos.  Esta alteración no es propia de un 
Fiscal Internacional de Derechos Humanos, como lo es el Alto Comisionado de Derechos 
Humanos de la ONU. En concreto, que su función es de la denunciar las violaciones de dere-
chos humanos y sus responsables, cuando se comprueben por sus propios delegados o por las 
comisiones independientes de la ONU. Lo contrario, es aplicar la política de Pilatos de lavar-
se las manos.  

II. LAS COMISIONES DE INVESTIGACIÓN Y LAS MISIONES DE DETERMINA-
CIÓN DE LOS HECHOS DE LA ONU PARA LAS SITUACIONES DE GRAVES 
VIOLACIONES DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO Y DEL DE-
RECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS  

 Por otra parte, la ONU, a través del Consejo de Seguridad,  la Asamblea General, el 
Consejo de Derechos Humanos,  la Secretaria General y el Alto Comisionado para los Dere-
chos Humanos, utilizan la designación  de comisiones de investigación y  de las misiones de 
determinación de los hechos establecidas por mandato de las Naciones Unidas, para respon-
der a situaciones de graves violaciones del derecho internacional humanitario y del derecho 
internacional de los derechos humanos, tanto si estas son prolongadas, como si se derivan de 
acontecimientos súbitos  y para promover la responsabilidad por dichas violaciones y comba-
tir la impunidad4. Por otro lado, según La Guía de Investigación5 cada órgano de investiga-
ción de las Naciones Unidas es diferente, por lo que los comisionados y los expertos son 
independientes. La labor de las comisiones o misiones es decisiva para fortalecer la protec-
ción de los derechos humanos de múltiples maneras. Esos órganos pueden aportar un registro 
histórico de violaciones graves de derechos humanos y de derecho internacional humanitario 
y contribuyen a asegurar la rendición de cuentas en casos de violaciones graves, lo que resul-
ta esencial para prevenir futuras violaciones, fomentar el cumplimiento del derecho y facilitar 
los medios para proporcionar justicia y reparación a las víctimas. Un aspecto que debe desta-
carse de la labor de las comisiones independientes de investigación y de las misiones de 
determinación de los hechos, es que aportan elementos decisivos para los procesos judiciales, 
tanto en los procedimientos de los tribunales internacionales ad hoc como en los incoados 
ante la Corte Penal Internacional.   

  Muchas de esas investigaciones de estas comisiones y misiones relativas a la violencia 
y las violaciones que han indagado, sirven de fundamento para la aplicación de los mecanis-
mos de justicia transicional para la averiguación de a verdad, los procesos de esta justicia, la 
interposición de recursos y para la puesta en marcha la reparación de las víctimas y las garan-
tías de no repetición6.  Un  aspecto importante respecto de estas comisiones y misiones es la 
de la formulación de mandatos concretos por la ONU para su  labor de determinación  y 
esclarecimiento de los hechos, de investigación de violaciones de derechos humanos y de 
denuncias de abusos y violaciones graves de los derechos humanos,  de recopilación sistemá-
ticamente de información sobre las violaciones de derechos humanos y los actos susceptibles 
de constituir quebrantamiento del derecho internacional humanitario,  así como  de determi-
nación de las  responsabilidades  y de identificación   de los responsables. Un aspecto que 

 
3   https://www.ohchr.org/Documents/AboutUs/CivilSociety/Chapter_1_sp.pdf 
4  https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CoI_Guidance_and_Practice_sp.pdf 
5  https://libraryresources.unog.ch/factfinding 
6  https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CoI_Guidance_and_Practice_sp.pdf (p. 7).  
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debe destacarse también respecto de las comisiones de investigación y misiones de determi-
nación de los hechos es que a sus miembros y a su personal se les exige que procedan con 
independencia y que garanticen que no solicitarán ni aceptarán instrucciones de ningún go-
bierno, persona u otra fuente, y que al ejercer sus funciones no recibirán ninguna influencia 
indebida, procedente de gobiernos, personas, ONG u otras entidades. Y, asimismo, se exige a 
las comisiones o misiones que su labor debe basarse en su mandato y en las normas interna-
cionales aplicables; y que las presuntas violaciones cometidas por todas las partes deben 
investigarse con igual meticulosidad y vigor, de modo que las comisiones o misiones no 
deben dar la impresión de que favorecen a una de las partes sobre las demás. 

 Pues bien, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, mediante Resolución No. 
42/25, del 27 de septiembre de 20197, designó una Misión Internacional Independiente de 
Investigación sobre la República Bolivariana de Venezuela y le fijó como su mandato con-
creto, de un plazo de un año, de investigación de las ejecuciones extrajudiciales, las desapari-
ciones forzadas, las detenciones arbitrarias y la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o 
degradantes cometidos en Venezuela desde 2014. En la mencionada Resolución el Consejo 
de Derechos Humanos decidió  que la Misión Internacional Independiente de determinación 
de los hechos, cuyos miembros fueron  designados por el Presidente del Consejo de Derechos 
Humanos,  viajara urgentemente a la República Bolivariana de Venezuela para que investigue 
las ejecuciones extrajudiciales, las desapariciones forzadas, las detenciones arbitrarias y las 
torturas y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes cometidos desde 2014, a fin de ase-
gurar la plena rendición de cuentas de los autores y la justicia para las víctimas y  le solicitó a 
la Misión que presentara  un informe con sus conclusiones al Consejo en su 45º período de 
sesiones. El mandato de la Misión de Investigación fue prorrogado por el Consejo el 6 de 
octubre de 2020 por dos años más, hasta septiembre de 2022, mediante su Resolución No, 
45/208-9 a fin de que pueda seguir investigando las violaciones manifiestas de los derechos 
humanos, como las ejecuciones extrajudiciales, las desapariciones forzadas, las detenciones 
arbitrarias, las torturas y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, incluida la violencia 
sexual y de género, cometidas desde 2014, con miras a combatir la impunidad y asegurar la 
plena rendición de cuentas de los autores y la justicia para las víctimas, y solicitó  a la Misión 
que presente un informe verbal actualizado sobre su labor en los períodos de sesiones 46º y 
49º del Consejo y que prepare informes por escrito sobre sus conclusiones para presentarlos 
al Consejo en sus períodos de sesiones 48º y 51º.  Y  el  referido Consejo de Derechos Hu-
manos, en la Resolución A/HRC/45/L.43/Rev.1 del 1º de octubre del 202010, instó  a las auto-
ridades venezolanas a que cooperen plenamente con la Oficina del Alto Comisionado y la 
misión internacional independiente de determinación de los hechos, les concedan acceso 
inmediato, pleno y sin restricciones a todo el país, incluidas las víctimas y los lugares de 
reclusión, les proporcionen toda la información necesaria para cumplir sus mandatos y velen 
por que todas las personas tengan acceso sin trabas a las Naciones Unidas y otras entidades 
de derechos humanos y puedan comunicarse con ellas sin temor a represalias, intimidación o 
ataques, Asimismo, en la citada Resolución A/HRC/45/L.43/Rev.1, expresó  su  gran preocu-
pación ante la alarmante situación de los derechos humanos en la República Bolivariana de 
Venezuela, marcada por un cuadro persistente de violaciones que afectan de forma directa e 
indirecta a todos los derechos humanos -civiles, políticos, económicos, sociales y culturales- 
en el contexto de la actual crisis política, económica, social y humanitaria, como se indica en 

 
7  /25undocs.org/es/A/HRC/RES/42 
8  A/HRC/RES/45/20, par. 15. 
9  ndocs.org/es/A/HRC/RES/45/20 
10  https://undocs.org/es/A/HRC/45/L.43/Rev.1 
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los informes de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y 
de la misión internacional independiente de determinación de los hechos y en otros informes 
de organizaciones internacionales. 

 La importancia de estas comisiones de investigación y misiones de determinación de 
hechos es que producen pruebas contundentes sobre los crímenes de guerra y los crímenes de 
lesa humanidad que sirven para formalizar los procesos de justicia para responsabilizar a los 
infractores. Al respecto un dato importante es que, de las misiones activas de determinación 
de los hechos, una es la referente a Venezuela, designada en septiembre de 2019, junto con 
las de Myanmar de septiembre de 2918, del Grupo de Expertos de la región de Kasai Repú-
blica Democrática del Congo de julio de 2018, del Grupo de Expertos Eminentes sobre la 
situación de derechos humanos en Yemen de septiembre de 2017, de la Comisión de Investi-
gación sobre derechos humanos en Burundi de septiembre de 2016,  de  la Comisión sobre 
derechos humanos en Sudán del Sur de marzo de 2016 y de la  Comisión International Inde-
pendiente de Investigación sobre la República Árabe Siria de agosto de 201111. En otras 
palabras, que la situación en Venezuela de graves violaciones del derecho internacional hu-
manitario y del derecho internacional de los derechos humanos es similar a la de los países 
mencionados. Por tanto, los informes de las comisiones de investigación y de las misiones de 
determinación de los hechos no pueden ser ignorados en los informes del Alto Comisionado 
de Derechos Humanos de la ONU.  

III.  INFORME DE LA ALTA COMISIONADA DE DERECHOS HUMANOS DE LA 
ONU SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS CON ESPECIAL 
ATENCIÓN A LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES, CULTURALES Y 
AMBIENTALES, Y A LA ASISTENCIA TÉCNICA, EN LA REPÚBLICA BOLIVA-
RIANA DE VENEZUELA, CORRESPONDIENTE AL PERÍODO COMPRENDIDO 
ENTRE EL 1º DE JUNIO DE 2020 Y EL 30 DE JUNIO DE 2021 (A/HRC/48/19).  E, 
INFORME DE LA MISIÓN INTERNACIONAL INDEPENDIENTE DE DETERMI-
NACIÓN DE LOS HECHOS SOBRE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENE-
ZUELA DEL 16 DE SEPTIEMBRE DE 2021 (A/HRC/48/69) 

Un primer comentario con relación a este Informe es que conforme a la Resolución 45/2 
del Consejo de Derechos Humanos “ha de ser un informe exhaustivo” sobre la situación de 
los derechos humanos en la República Bolivariana de Venezuela. Es decir, completo sobre 
todos los casos que trata el objeto del Informe.  Otro comentario es que según el mismo In-
forme la información recopilada y analizada tiene como base entrevistas con víctimas y testi-
gos, así como las reuniones con funcionarios del Gobierno y organizaciones de la sociedad 
civil y la información y datos oficiales proporcionados por el Gobierno, incluyendo a través 
de un cuestionario enviado para los fines de este informe. ¿Ocurre preguntar, entonces, si se 
ha debido además mencionar los informes presentados con anterioridad por la Misión Inter-
nacional Independiente de Investigación sobre la República Bolivariana de Venezuela a la 
que se le fijó como su mandato concreto, de un plazo de un año, la investigación de las ejecu-
ciones extrajudiciales, las desapariciones forzadas, las detenciones arbitrarias y la tortura y 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes cometidos en Venezuela desde 2014? Por 
ejemplo, también la declaración de Marta Valiñas, Presidenta de la Misión Internacional 
Independiente de determinación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela, 
en la 46ª sesión del Consejo de Derechos Humanos, el 10 de marzo de 202112.  Por el contra-

 
11  “El Consejo de Derechos Humanos. Comisiones y Misiones de Investigación, p. 17 (https://www. 

ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/HRC_booklet_Sp.pdf).  
12  https://www.ohchr.org/SP/HRBodies/HRC/Pages/NewsDetail.aspx?NewsID=26872&LangID=S).  
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rio, en el Informe de la Alta Comisionada le da más relieve al Informe de la Relatora Especial 
sobre las sanciones aplicadas por los Estados Unidos, la Unión Europea y otros estados y los 
derechos humanos del 12 de febrero de 2021 (Ver, cap. II, 7), hasta el punto que la recomen-
dación de esta Relatora de suspensión de tales sanciones, es, a su vez, una de las conclusiones 
del Informe de la Alta Comisionada (Ver, IV. 68).     

  Es verdad que en el   Informe en comento se hace referencia a casos de violaciones de 
derechos humanos relacionadas con la defensa de los derechos económicos, sociales, cultura-
les y ambientales, que incluyen casos de amenazas y de intimidación acompañados de actos 
de violencia que implicaban la criminalización de actividades legítimas, así como casos de 
criminalización, amenazas, hostigamiento y detención de estudiantes debido a su participa-
ción en movimientos estudiantiles. E, igualmente se refiere al enjuiciamiento de dirigentes 
sindicales y trabajadores por su defensa de los derechos laborales por delitos como terroris-
mo, asociación ilícita, revelación de secretos de Estado e incitación al odio; a actos de perse-
cución, detención y difamación contra dirigentes sindicales y a la falta de confianza de la 
sociedad civil en los sistemas administrativo y judicial y por temor a las represalias. (Ver 
Cap. II, I. Nos. 46, 47, 48, 49 y 51). Sin embargo, a pesar de los anteriores hechos determina-
dos como graves violaciones de derechos humanos, el Informe de la Alta Comisionada de la 
ONU no contiene conclusión concreta sobre las consecuencias derivadas de la responsabili-
dad por tales violaciones, como si se contiene respecto de las medidas coercitivas unilaterales 
sectoriales porque, según el Informe, han reducido aún más los recursos disponibles.  

Simplemente, a pesar de la reiteración de los hechos graves de violaciones de los dere-
chos y del incumplimiento del gobierno de su obligación de seguir las recomendaciones para 
investigar, sancionar y reparar por esas violaciones, la Alta Comisionada señala que está 
preocupada por la criminalización de las personas defensoras de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales, en particular de los y las dirigentes sindicales y estudianti-
les (Ver. Cap. IV. No. 66). Y además  dice que al igual que en anteriores Informes, vuelve a 
hacer un llamamiento al gobierno para que siga las recomendaciones contenidas en un Anexo 
y no en las conclusiones, del cese inmediatamente de todo acto de intimidación, amenazas y 
represalias por parte de miembros de las fuerzas de seguridad contra los familiares de vícti-
mas de violaciones de los derechos humanos que buscan justicia de la realización de investi-
gaciones de las denuncias de violaciones de los derechos humanos, incluidas la privación de 
la vida, la desaparición forzada, la tortura y la violencia sexual y de género, en las que estén 
involucrados miembros de las fuerzas de seguridad,  que lleve a los autores ante la justicia y 
ofrezca a las víctimas una reparación adecuada; (Ver,  Informe A/HRC/44/54 del 29 de sep-
tiembre de 2020). Así como las recomendaciones de investigar eficazmente las violaciones 
de los derechos humanos, incluidas las muertes de indígenas, y lleve a los responsables ante 
la justicia (Ver, Informe A/HRC/41/18 del 9 de octubre de 2019); de garantizar el derecho de 
las víctimas a acceder a vías de recurso y a medidas de reparación, adoptando un enfoque 
sensible a las cuestiones de género, y asegurar su protección contra la intimidación y las 
represalias (A/HRC/41/18, citado). E, igualmente, la recomendación del cese inmediato todo 
acto de intimidación, amenazas y represalias por parte de miembros de las fuerzas de seguri-
dad contra los familiares de víctimas de violaciones de los derechos humanos que buscan 
justicia (A/HRC/44/54, citado).   

 En otras palabras, que desde julio de 2019 por el que se hicieron estas recomendaciones 
en el Informe A/HRC/41/18, y que se reiteraron en junio del 2020, en el Informe sobre la 
Independencia del sistema judicial y acceso a la justicia en la República Bolivariana de Ve-
nezuela, también respecto de las violaciones de los derechos económicos y sociales, y situa-
ción de los derechos humanos en la región del Arco Minero del Orinoco (A/HRC/44/54),  el 
gobierno de Nicolás Maduro no ha cumplido con ninguna  de esas recomendaciones.  Razón 
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suficiente para concluir, como si se concluye en el Informe de la Misión Internacional Inde-
pendiente de determinación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela del 
16 de septiembre de 2021 (A/HRC/48/69), que, el Estado no ha adoptado medidas tangibles, 
concretas y progresivas para remediar las violaciones a los derechos humanos, combatir la 
impunidad y reparar a las víctimas mediante investigaciones y enjuiciamiento domésticos y 
que existen motivos razonables para creer que el sistema de justicia ha jugado un papel signi-
ficativo en represión estatal de opositores al gobierno en lugar de proporcionar protección a 
las víctimas de violaciones de derechos humanos y delitos.  Concluye también afirmando que 
los efectos del deterioro del Estado de Derecho se propagan más allá de los directamente 
afectados, repercuten en toda la sociedad.  

IV.  IMPORTANCIA DEL INFORME DE LA MISIÓN INTERNACIONAL INDEPEN-
DIENTE DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS SOBRE LA REPÚBLICA BO-
LIVARIANA DE VENEZUELA, DE FECHA 25 DE SEPTIEMBRE DE 2020 
(A/HRC/45/33) 

Aparte de lo anterior, el Informe de la Misión Internacional Independiente de determi-
nación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela, de fecha 25 de septiembre 
de 2020 (A/HRC/45/33)13, resultaba determinante para para la elaboración del contenido y las 
conclusiones del Informe que la Alta Comisionaba de Derechos Humanos, presentó, en fecha 
13 de septiembre de 2021 (A/HRC/48/19), ante el Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU, objeto de estos comentarios.  En efecto, en el citado Informe A/HRC/45/33, la Misión 
Internacional mencionada, concluyó, que, “(…) tiene motivos razonables para creer que los 
actos y conductas descritos en el presente informe constituyen ejecuciones arbitrarias, inclui-
das ejecuciones extrajudiciales; tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes, incluida violencia sexual y de género; desapariciones forzadas (a menudo de corta dura-
ción); y detenciones arbitrarias, lo que contraviene la legislación nacional y las obligaciones 
internacionales de la República Bolivariana de Venezuela”. Y, que, “Las vulneraciones de los 
derechos humanos y los delitos investigados por la Misión y descritos en el presente informe 
dan lugar tanto a responsabilidad del Estado como a responsabilidad penal individual en 
virtud del derecho penal interno o del internacional, o bien de ambos.”.  Asimismo, que “El 
Estado, como principal titular de las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos, es responsable de todos los actos que le son atribuibles y que constituyen una vio-
lación de las obligaciones internacionales.  Y, señala, que además de la obligación del Estado 
de impedir las vulneraciones de los derechos humanos y de garantizar recursos accesibles y 
eficaces a las personas cuando aquellas se produzcan, el hecho de que no investigue y lleve 
ante la justicia a los autores de esas violaciones da lugar por sí mismo a otro incumplimiento 
distinto de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos” (Cap. V. Res-
ponsabilidades. Nos. 151 a 153).  

Es cierto que tanto la Oficina de la Alta Comisionada de Derechos Humanos de la 
ONU, como las comisiones de investigación y las misiones de determinación de los hechos, 
actúan con independencia respecto de su labor, y, que sus Informes también son independien-
tes, pero es igualmente cierto que tanto una como otras responden a un mismo mandato, por 
lo que ambos han de servirse como fuentes de información de sus respectivos informes para 
sus contenidos y conclusiones, porque se trata de una misma materia y de una misma siste-
mática de investigación, de determinación de los hechos y del establecimiento de las respon-
sabilidades por las violaciones graves de los derechos humanos, dado el carácter indivisible e 

 
13  https://undocs.org/es/A/HRC/45/33 
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interdependiente de los derechos humanos.  Ello en virtud de la concepción integral de los 
derechos humanos, en el sentido que entre ellos no existen jerárquicamente derechos superio-
res a otros, ni sus violaciones o consecuencias pueden tratarse aisladamente de otras en las 
que no se haya actuado en forma directa. Y en razón de que todos los derechos humanos 
están unidos por un mismo cuerpo de principios y que todos están situados a un mismo nivel. 
Por ello, la Proclamación de Teherán de 196814 y la Declaración de Viena de 199315,  procla-
man esta indivisibilidad e interdependencia.   

V. COMENTARIOS BREVES ACERCA DE LA CONCLUSIÓN DEL INFORME DE 
LA ALTA COMISIONABA DE DERECHOS HUMANOS, DE FECHA 13 DE SEP-
TIEMBRE DE 2021 (A/HRC/48/19), SOBRE LAS SANCIONES APLICADAS POR 
LOS ESTADOS UNIDOS, LA UNIÓN EUROPEA Y OTROS ESTADOS Y LOS DE-
RECHOS HUMANOS Y SOBRE LA RECOMENDACIÓN DE SUSPENSIÓN DE 
TALES SANCIONES 

Por supuesto que no voy referirme a la conveniencia o no conveniencia de las sanciones 
unilaterales impuestas por estados extranjeros a los países que violan los derechos humanos, 
sino por el contrario, a la  calificación que en el Informe en comento se atribuye a  esas san-
ciones sectoriales y al  impacto de la pandemia de COVID-19, como causas eficientes del 
agravamiento de la violación de los derechos económicos y sociales y de las  condiciones 
económicas y humanitarias preexistentes, por cuanto afectan  los recursos disponibles para 
garantizar y proteger los derechos humanos, en particular de las personas más vulnerables. 
Creo que lo pertinente es ponderar qué condición tienen tales sanciones o la pandemia en la 
crisis humanitaria en Venezuela, de modo de evaluar el grado de agravamiento que se le 
atribuyen. Sin abusar de datos estadísticos o de informaciones basta señalar que para 2004 y 
2007 ya se apreciaba una caída de la pobreza atribuida al cambio de políticas en el país, deri-
vada de la mezcla entre la estatización de la economía, por un lado, la monopolización y 
estandarización de la política social, y por otro, el control político de la sociedad y la perdida 
de la institucionalidad en el país que lleva a situaciones inciertas y de riesgos. Y que 2007, 
“la precariedad de las condiciones de vida de los estratos de pobreza externa es peor a lo 
que estas eran en 1997, aun cuando ella sea aún poco menor en términos relativos y absolu-
tos”. Igualmente, para ese año de 2007 se señalaba como causa de ese deterioro económico y 
social la poca inversión en la infraestructura, el esparcimiento, la recreación y los servicios 
públicos” y se decía, que “serán causa del empobrecimiento y rezago de la población”, y que 
“ello será una sentencia”16. Y en lo que respecta a la producción de alimentos, entre 1980 y 
2000 la agricultura logró aumentar la producción de alimentos a una tasa levemente superior 
al incremento de la población, pero desde el 2000 hasta el 2016, al contrario, la tasa de in-
cremento de la producción fue menor a la tasa de incremento de la población, generando 
situaciones de escasez.  Ese déficit desde 2016 ha llevado a un incremento de la importación 
de alimentos para suplir las carencias de la producción nacional17. La caída sostenida de la 
productividad en Venezuela ha sido progresiva en el sector agropecuario, que es la fuente 

 
14  https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1290.pdf 
15  https://www.ohchr.org/documents/events/ohchr20/vdpa_booklet_spanish.pdf 
16  España, N., Luis Pedro, “Detrás de la Pobreza. Diez Años Después”, Asociación Civil para la 

Promoción de Estudios Sociales, 2009, Universidad Católica Andrés Bello, Facultad de Ciencias 
Económicas y Sociales, Instituto de investigaciones Economizas y Sociales, pp.  12, 25, 43 y 417. 

17  Informe Elaborado por: ACCIÓN CAMPESINA, Asociación Civil en coalición con SINERGIA 
Venezuela Déficit Alimentario y Situación de la Producción de Alimentos en Venezuela, Caracas, 
23 de marzo de 2016. 
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fundamental de consumo básico, que ha sido uno de los mayores afectados. Por ejemplo, 
Fedeagro y sus organizaciones de base registran que entre 2008 y 2020 la producción de 
alimentos vegetales experimenta una caída de entre 74% y 99%, según el rubro. El sorgo, el 
pimentón, la papa, el tomate y la cebolla son productos tradicionales de la dieta venezolana y 
los más afectados en cuanto a su producción.   

Esta crisis productiva del sector agrícola  que se evidencia en 12 años de caída sosteni-
da, se deriva  básicamente y entre otros factores, de la intromisión del Estado venezolano en 
el mercado, mediante la centralización de la distribución de materias primas, el acceso a las 
divisas e importaciones, así como la interrupción de la distribución de la mercancía, junto con 
la imposición de controles de precios que debilitaron a los productores hasta llevarlos a con-
diciones precarias y de dependencia18.  Lo cierto es que en Venezuela la inseguridad alimen-
taria aumentó entre 2018 y 2019-20, según el reporte de la ENCOVI19. Y, además, entre 2019 
y 2020 un 88% de los hogares venezolanos entrevistados señaló preocupación porque los 
alimentos se acabaran; entre 76% y 79% presentó deterioro en la diversidad alimentaria y 
más del 30% tuvo situaciones de hambre y todos los hogares reportaron preocupación por  la 
seguridad alimentaria, unos por no contar con alimentos suficientes y otros por situaciones de 
hambre en las que algún miembro del hogar comió menos (58%), o dejó de comer (30%),  o 
se acabaron los alimentos en el hogar (54%)20.  De modo que todas estas consecuencias del 
deterioro económico y social se apreciaban como efecto de las causas internas mencionadas 
hace catorce (14) años mucho antes que las sanciones unilaterales. 

Por lo que respecta a las sanciones de los Estados Unidos fue en el 2015 y en 2017 
cuando se comenzaron a aplicar sanciones, pero a personeros del gobierno y fue en el 2018 
cuando se dictó una orden que impide dentro del territorio estadunidense realizar transac-
ciones con cualquier tipo de moneda digital emitida por, para o en nombre del gobierno de 
Venezuela y se agregaron otros personeros como sancionados mediante el bloqueo de sus 
bienes y activos. Igual sucedió en el 2019, durante el cual se cancelaron las órdenes de 
compra a PDVSA y se aplicaron sanciones al Banco Central de Venezuela, pero tanto las 
remesas personales como la asistencia humanitaria se mantuvieron intactas21.  En ese mis-
mo año se dictó una orden ejecutiva que impide que los bienes e intereses del gobierno de 
Venezuela que se encuentran en Estados Unidos puedan transferirse, pagarse, exportarse, 
retirarse ni negociarse de otra manera. En el 2020 se aplicaron sanciones a diputados de la 
Asamblea Nacional electa en diciembre de ese año y el Departamento del Tesoro sancionó 
una red dirigida por Alex Saab y el ministro Tareck El Aissami Maddah bajo la modalidad 
de un programa “petróleo por alimentos” y el 19 de enero de 2021 se sancionaron a perso-
nas relacionadas con la venta de petróleo de PDVSA a México.  Por otro lado, con relación 
a las sanciones de la Unión Europea en enero de 2018 se sancionaron a funcionarios del 
Estado venezolano por ser señalados como autores del deterioro de la democracia en el 
país, prohibiéndoles la entrada a las naciones de dicha Comunidad y en el 22 de febrero de 
2021 la Unión Europea sancionó 19 funcionarios del régimen de Maduro, por lo que ya son 

 
18  Banca y Negocios. Reymar Reyes M. Estos son los números del colapso agrícola, febrero 07, 

2020 / 
19 https://provea.org/actualidad/derechos-sociales/alimentacion/informe-anual-2020-se-intensifico-la-

desnutricion-y-la-inseguridad-alimentaria-en-venezuela-2/ 
20  PROVEA. Informe Anual 2020: Se intensificó la desnutrición y la inseguridad alimentaria en 

Venezuela (https://provea.org/actualidad/derechos-sociales/alimentacion/informe-anual-2020-se-
intensifico-la-desnutricion-y-la-inseguridad-alimentaria-en-venezuela-2/ 

21  Treasury Sanctions Central Bank of Venezuela and Director of the Central Bank of Venezuela 
(https://home.treasury.gov/news/press-releases/sm661 
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55 personas sancionadas por el Consejo de esta Comunidad. Y, en 2020, el gobierno britá-
nico a través de la Oficina de Implementación de Sanciones Financieras del Tesoro de Su 
Majestad, adoptó las mismas sanciones que la Unión Europea dictó en junio de ese año 
contra once dirigentes chavistas, y el 2021 sanciono a tres militares más y en julio de san-
ciono a los colombianos Alex Saab y Álvaro Pulido Vargas. Finalmente, en abril de 
2019, Human Rights Watch y la Facultad de Salud Pública de Johns Hopkins Bloomberg,  
publicaron un reporte conjunto observando que las sanciones iniciales no estaban dirigidas 
a la economía venezolana de ninguna manera, agregando que las sanciones impuestas en 
2019 podían empeorar la situación, pero que “la crisis las precedía”22.  

Por lo expuesto, si bien los levantamientos de las sanciones alivian algunos aspectos de 
la crisis, sus causas estructurales impedirán el resurgimiento del crecimiento económico y el 
desarrollo social.  Aparte que desconocer el rol que en la violación de los derechos humanos 
fundamentales ha tenido el gobierno en la generación de la crisis humanitaria de Venezuela, 
considerada como la mayor en la historia de occidente, es exonerar la responsabilidad directa 
a los gobiernos chavistas, principalmente del gobierno de Nicolás Maduro.  

VI. EL INCUMPLIMIENTO DE LOS PROTOCOLOS DE MINNESOTA Y DE ESTAM-
BUL POR EL GOBIERNO DE NICOLÁS MADURO 

Un aspecto que debe destacarse del Informe A/HRC/48/19 de la Alta Comisionada de 
Derechos Humanos de la ONU, objeto de estos comentarios, al incluirse como temas de 
cooperación y asistencia y no como de recomendación o de llamamiento al gobierno de Nico-
lás Maduro, lo que puede parecer que carece de importancia,   es  lo referente al  cumplimen-
to de  las normas de protección del derecho a la vida y de  la integridad personal, En efecto, 
en el Capítulo III Cooperación y Asistencia Técnica, No. 58, se dice “El ACNUDH también 
evaluó el cumplimiento de los protocolos de Minnesota y Estambul por parte del sistema de 
justicia, y redactó protocolos para la investigación de denuncias de violaciones del derecho a 
la vida y del derecho a la integridad personal, orientar de forma práctica las acciones que 
debe llevar a cabo cada institución con responsabilidad en el proceso”.  Esta afirmación pue-
de entenderse como que el gobierno de Nicolás Maduro no ha cumplido ni ha venido cum-
pliendo con los susodichos Protocolos, cuyo cumplimiento es de vital trascendencia para 
evitar la violación de derechos fundamentales como el derecho a la vida, a la libertad y a la 
integridad física y mental. En efecto, el Manual de las Naciones Unidas sobre la Prevención e 
Investigación Eficaces de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias de 1991, 
revisado en el 2016, que, con su uso generalizado, llegó a conocerse por su uso generalizado 
como el Protocolo de Minnesota23, complementa los Principios de las Naciones Unidas rela-
tivos a una Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o 
Sumarias (1989), Este Protocolo es  parte importante de las normas jurídicas internacionales 
para la prevención de muertes ilícitas y la investigación de las muertes potencialmente ilícitas 
y es  la referencia internacional que debe ser la guía a los órganos de los estados encargados 
de llevar a cabo la investigación de muertes ocurridas en circunstancias sospechosas o como 
norma para evaluar ese tipo de investigación.  Y, el Protocolo de Estambul que es un manual 
para la investigación y documentación eficaz de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanas o degradantes24,  y que es utilizado por tribunales, comisiones y comités naciona-

 
22  https://www.hrw.org/report/2019/04/04/venezuelas-humanitarian-emergency/large-scale-un-

response-needed-address-health 
23  https://www.ohchr.org/Documents/Publications/MinnesotaProtocol_SP.pdf 
24  https://www.ohchr.org/documents/publications/training8rev1sp.pdf 
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les, regionales e internacionales, como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), la Comisión Africana de Derechos Hu-
manos y de los Pueblos y el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. El referi-
do Protocolo de Estambul si no bien no es un documento vinculante, sin embargo, el derecho 
internacional obliga a los gobiernos a investigar y documentar casos de tortura y otras formas 
de malos tratos y castigar a los responsables de una manera integral, eficaz, rápida e impar-
cial y la herramienta para esta labor es mencionado Protocolo. Sobre todo, su obligatoriedad 
es mucho más precisa cuando se incluye en una recomendación de instancias internacionales 
como el Alto Comisionado de Derechos Humanos de la ONU. Para comprender la importan-
cia de ambos instrumentos internacionales que contiene estándares internacionales derivados 
de principios del derecho internacional de derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, me referiré brevemente a sus aspectos más importantes. 

 El objeto del Protocolo de Minnesota es proteger el derecho a la vida y promover la 
justicia, la rendición de cuentas y el derecho a una reparación mediante la promoción de una 
investigación eficaz de toda muerte potencialmente ilícita o sospecha de desaparición forza-
da.   Ello porque es una obligación general del Estado investigar toda muerte ocurrida en 
circunstancias sospechosas, aun cuando no se denuncie o se sospeche que el Estado fue el 
causante de la muerte o se abstuvo ilícitamente de prevenirla. Tales circunstancias son cuan-
do: a) La muerte puede haber sido causada por actos u omisiones del Estado, de sus órganos 
o agentes, o puede ser atribuible al Estado, en violación de su obligación de respetar el dere-
cho a la vida. b) La muerte sobrevino cuando a persona estaba detenida, o se encontraba bajo 
la custodia del Estado, sus órganos o agentes. Y, c) La muerte podría ser resultado del in-
cumplimiento por el Estado de su obligación de proteger la vida. El fundamento de obliga-
ción de investigar es que esta obligación es parte esencial de la defensa del derecho a la vi-
da25. Por tanto, cuando en el marco de una investigación se descubran pruebas de que la 
muerte fue causada ilícitamente, el Estado debe velar por que se enjuicie a los autores identi-
ficados y, que en su caso, sean castigados mediante un proceso judicial26. En ese orden de 
ideas, el derecho internacional exige que las investigaciones sean: i) prontas; ii) efectivas y 
exhaustivas; iii) independientes e imparciales; y iv) transparentes. 

El Protocolo de Estambul o Manual para la Investigación y Documentación eficaces de 
la Tortura y otros Tratos o Penas crueles, inhumanos o degradantes (HR/P/PT/8/Rev.1), 
define la tortura con las mismas palabras empleadas en la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, de 1984.  Y 
es el desarrollo del derecho a no ser sometido a tortura que está firmemente establecido en el 
derecho internacional. La Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, prohíben expresamente la tortura. Del mismo modo, 
varios instrumentos regionales establecen el derecho a no ser sometido a tortura. La Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos y el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fun-

 
25  Ver, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, McCann y otros c. el Reino Unido, sentencia (Gran 

Sala), 27 de septiembre de 1995, párr. 161; Corte IDH, Montero Aranguren y otros (Retén de Ca-
tia) Vs. Venezuela, sentencia, 5 de julio de 2006, párr. 66; Comisión Africana de Derechos Huma-
nos y de los Pueblos, observación general núm. 3 sobre el derecho a la vida, noviembre de 2015, 
párr. 2 y 15; Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 31, párr. 15 y 18. 

26   Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Conjunto de principios actualizado para 
la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad 
(E/CN.4/2005/102/Add.1), principio 1. 
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damentales contienen prohibiciones expresas de la tortura.  Y, por otro lado,  los  convenios, 
declaraciones y resoluciones adoptados por los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
afirman claramente que no puede haber excepciones a la prohibición de la tortura y estable-
cen distintas obligaciones que como  instrumentos figuran  en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las Reglas Míni-
mas para el Tratamiento de los Reclusos, la Declaración de las Naciones Unidas sobre la 
Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes (Declaración sobre la Protección contra la Tortura el Código de conducta 
para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley), los Principios de Ética Médica aplica-
bles a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de perso-
nas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes (Principios de Ética Médica), la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos y Degradantes (Convención contra la Tortura) y  el Conjunto de Princi-
pios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o 
Prisión (Conjunto de Principios sobre la Detención).   

Por su parte, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado el 17 de ju-
lio de 1998, creó esta Corte con carácter permanente y con la misión de juzgar a las personas 
responsables de delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.  
Dicha Corte tiene jurisdicción sobre los casos de presunta tortura si se trata de actos cometi-
dos en gran escala y de modo sistemático como parte del delito de genocidio o como crimen 
de lesa humanidad, o como crimen de guerra con arreglo a los Convenios de Ginebra de 
1949. En el Estatuto de Roma se define la tortura como el hecho de causar intencionalmente 
dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga 
bajo su custodia o control. Su jurisdicción se limita a los casos en los que los Estados no 
pueden o no desean procesar a las personas responsables de los delitos que se describen en el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 

En resumen, el derecho internacional obliga a los Estados a investigar con prontitud e 
imparcialidad todo caso de tortura que se notifique. Cuando la información disponible lo 
justifique, el Estado en cuyo territorio se encuentra una persona que presuntamente haya 
cometido actos de tortura o participado en ellos, deberá bien extraditar al sujeto a otro Estado 
que tenga la debida jurisdicción o bien someter el caso a sus propias autoridades competentes 
con fines de procesar al autor de conformidad con el derecho penal nacional o local. Los 
principios fundamentales de toda investigación viable sobre casos de tortura son: competen-
cia, imparcialidad, independencia, prontitud y minuciosidad. Estos elementos pueden adap-
tarse a cualquier sistema jurídico y deberán orientar todas las investigaciones de presuntos 
casos de tortura. 

Ahora bien, ¿qué importancia tiene en estos comentarios el resaltar la normativa anterior 
referente a   la investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias y a la 
Investigación y documentación eficaces de la Tortura y otros Tratos o Penas crueles, inhu-
manos o degradantes? 

En primer lugar, destacar que del Informe A/HRC/48/19 de la Alta Comisionada de De-
rechos Humanos de la ONU, sobre el cual he venido comentado, se desprende que en Vene-
zuela se han cometido tales hechos, cuando  dice que de la evaluación que realizó  del cum-
plimiento de los Protocolos de Minnesota y Estambul por parte del sistema de justicia en 
Venezuela, le  redactó  al gobierno de Nicolás Maduro guías para la investigación de denun-
cias de violaciones del derecho a la vida y del derecho a la integridad personal,  y para orien-
tar de forma práctica las acciones que debe llevar a cabo cada institución con responsabilidad 
en el proceso.  
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En segundo lugar, el destacar igualmente que del Informe de la Misión Internacional In-
dependiente de determinación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela, de 
fecha 25 de septiembre de 2020 (A/HRC/45/33), de la declaración de Marta Valiñas, Presi-
denta de la Misión Internacional Independiente de determinación de los hechos sobre la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, en la 46ª sesión del Consejo de Derechos Humanos, el 10 
de marzo de 2021,  del Informe de la Misión Internacional Independiente de determinación 
de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela del 16 de septiembre de 2021 
(A/HRC/48/69);  y de los Informes  sobre la  Independencia del sistema judicial y acceso a la 
justicia en la República Bolivariana de Venezuela, también respecto de las violaciones de los 
derechos económicos y sociales, y situación de los derechos humanos en la región del Arco 
Minero del Orinoco  del 29 de septiembre de 2020 (A/HRC/44/54):  y sobre la situación de 
los derechos humanos con especial atención a los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales, y a la asistencia técnica,  en la República Bolivariana de Venezuela  del 13 de 
septiembre de 201 (A/HRC/48/19), ambos informes de la mencionada Alta Comisionada de 
Derechos Humanos de la ONU; se desprende que existen evidencias de casos de ejecuciones 
extralegales, arbitrarias o sumarias y tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes y que el gobierno de Nicolás Maduro ha incumplido la obligación de investigarlos, 
sancionarlos y repararlos.  

Además, del informe de la Misión de Determinación de Hechos sobre Venezuela de Na-
ciones Unidas del 16 de septiembre de 2021, se constata “que  existen motivos razonables 
para creer que en razón de una presión política que fue intensificándose, los jueces, las juezas 
y las y los fiscales han desempeñado, a través de sus actos y omisiones, un papel importante 
en graves violaciones de derechos humanos y crímenes cometidos por diversos actores del 
Estado en Venezuela contra opositoras y opositores, supuestos o reales”, “dentro de un patrón 
de graves violaciones de derechos humanos y crímenes de derecho internacional en el contex-
to de una política de Estado para silenciar, desalentar y sofocar la oposición al gobierno des-
de 2014”. En lo cual, según el citado Informe, “existen motivos razonables para creer que en 
razón de una presión política que fue intensificándose, los jueces, las juezas y las y los fisca-
les han desempeñado, a través de sus actos y omisiones, un papel importante en graves viola-
ciones de derechos humanos y crímenes cometidos por diversos actores del Estado en Vene-
zuela contra opositoras y opositores, supuestos o reales”. Y, que, por tanto, “En los últimos 
años, funcionarias y funcionarios públicos, incluso algunos de alto nivel, en Venezuela han 
podido cometer violaciones de derechos humanos y crímenes con impunidad. El Estado 
venezolano está constitucionalmente obligado a investigar y castigar a todos los y las autores 
de violaciones de derechos humanos, independientemente de su posición. Sin embargo, la 
investigación de la Misión encontró que este deber se está incumpliendo en los casos que 
involucran a opositoras y opositores reales o percibidos por el gobierno como tales”27. 

 
27   Ante las  contundentes conclusiones del informe de la Misión de Determinación de Hechos sobre 

Venezuela de Naciones Unidas del 16 de septiembre de 2021, que son confirmación de conclusio-
nes de sus anteriores informes, como por ejemplo, que 200 presos políticos han sido torturados 
desde 2014 hasta el 2021,  y que uno de los cuales se refiere al caso de un detenido por la 'Opera-
ción Gedeón' a quien le aplicaron la técnica nazi denominada 'Sippenhaft', que consiste en arrestar-
los para hacer presión para que delaten a sus  familiares; y que  también los jueces y fiscales del 
sistema judicial venezolano gozan de total impunidad por encarcelar y violar los derechos huma-
nos y cometer crímenes de lesa humanidad a todo disidente que piense contrario al régimen cha-
vista;  el Fiscal General del gobierno de Nicolás Maduro, acusó al Grupo de Lima de sobornar a 
los funcionarios de la Misión Internacional, mediante el supuesto pago de  5 millones de dólares  
“para ofender la labor de fiscales y jueces del sistema de justicia y del Ministerio Público», sin 
mostrar pruebas de tal acusación. Lo que evidentemente filosófica y políticamente cabe calificar 
 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 167/168 - 2021 

 

160 

CONCLUSIÓN 

No cabe duda, pues, que de toda la documentación que soporta la investigación de los 
órganos, comisiones y misiones que han examinado la situación de los derechos humanos en 
Venezuela, e, incluso, de los informes anteriores de la Alta Comisionada de Derechos Huma-
nos, se desprende la comisión de delitos graves contra derechos humanos, de lesa humanidad, 
relativos a los crímenes de detenciones arbitrarias, desaparición forzada de personas, de 
persecución  ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias y tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes,  que implican  la criminalización de actividades legítimas, 
pero que  permanecen en la impunidad por el incumplimiento de los órganos del gobierno de 
Nicolás Maduro y principalmente del sistema de justicia, de la obligación de investigar estos 
delitos, que como se dijo, es  parte esencial de la defensa del derecho a la vida.  Impunidad 
esta que no se resuelve con la suspensión o levantamiento de las medidas coercitivas unilate-
rales sectoriales impuestas sobre Venezuela y que incluso tampoco permitirían al gobierno de 
Nicolás Maduro hacer frente al impacto combinado sobre la población de la situación huma-
nitaria y la pandemia de COVID-19, en razón del derrumbe o implosión de la estructura 
administrativa, la falta absoluta de institucionalidad del estado y la gran corrupción que azota 
Venezuela en la actualidad.  

 
como una falacia, o “sofisma populista” (argumentum ad populum), cuyo propósito es hacer creer 
que esa es la opinión de la mayoría. Ver, abc.es/internacional/abci-venezuela-acusa-mision-
investigo-violacion-ddhh-haber-recibido-sobornos-202109171048_noticia.html 


